POSICION DE LA A.T.A.P CON RESPECTO A LOS ARCHIVOS PUBLICOS EN LAS COMISIONES DE DERECHOS HUMANOS Y DE LEGISLACION GENERAL DE LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

Sres. Presidentes de la Comisiones de Derechos Humanos y de Legislación General, Sres. Legisladores, presentes, muy buenas tardes. Venimos en representación de la “Asociación de Trabajadores de la Administración Pública Provincial y Municipal de Salta”, a mi lado están los compañeros; Sergio Gerardo Ibarra, Secretario de Organización; Miguel Ángel Reynaga, Secretario Administrativo; Sergio Martín Zamboni, Secretario de Finanzas; Prof. Ana María Gallardo, Secretaria de Capacitación, Cultura y Difusión; Néstor Eduardo Vargas, futuro Secretario Gremial; y quien les habla, Miguel Rojo, Secretario General de nuestra organización. Así, antes que nada queremos transmitir nuestro sincero reconocimiento a todos los integrantes de ambas Comisiones y en particular a l Diputado José Vilariño que tuvo la iniciativa y gentileza de hacernos extensiva la invitación.

Así, ya en el tema, motivo de nuestra presencia, referido a la inquietud o Proyecto de Ley de los documentos públicos de la década del 70 sean preservados en poder de los Archivos Públicos del Estado, y puntualmente que los mismos no pasen al control del sector privado. 

Deseamos con todo respeto y buena fe que los órganos competentes, entre ellos, precisamente éste órgano Legislativo, encuentren los mecanismos y/o canales adecuados y ajustados a derecho para que dicha documentación permanezca en poder del Estado Provincial.

Como Organización Gremial y más allá de lo ideológico, criterio o modo de cuál es la forma más apropiada de llevar adelante el archivo de la  documentación pública, tenemos una posición asumida al respecto.

Desde que tuvimos las serias presunciones de la intención del Poder Ejecutivo de la Provincia de tercerizar o cual fuere la denominación para que la actividad privada se hiciera “cargo de la custodia y conservación” de la documentación pública, allá en el mes de marzo del corriente año y en sucesivas manifestaciones en la prensa independiente, instituciones públicas y privadas –Gobernador de la Provincia, Cámara de Diputados, Cámara de Senadores, Presidente del SIPADA, Sindicatura General de la Provincia, Auditoria General de la Provincia, Partidos Políticos, Colegio de Abogados, Consejo Profesional de Ciencias Económicas, Fiscal de Estado, Procurador General del Ministerio Público, etc.- sobre el tema, siempre hemos sostenido la  premisa  esencial  inequívoca  e  irrefutable  de  lo  que  el  artículo 52º -tercer párrafo- de la Constitución de la Provincia de Salta expresamente ordena:

“El acervo histórico, arqueológico, artístico y documental forma parte del patrimonio cultural de la Provincia y está bajo la guarda del Estado”.

Mas aún, el Articulo 4º de la C.P. en lo referido a la Indelegabilidad de Facultades, que expresamente afirma: “Los poderes públicos no pueden delegar facultades conferidas por esta constitución, no atribuirse otra que las expresamente acordadas por ella”.-

Así, entendemos que se refiere a toda la documentación patrimonio del Estado de la Provincia de Salta, sin tener en cuenta que tipo de documentación y de que época es la misma.

Con respecto a la Ley Nº 7.092, que se refiere a la creación del Sistema Provincial de Administración de Documentación y Archivo (SIPADA), en ninguno de sus artículos hace alusión alguna de que la documentación patrimonio del Estado Provincial sea resguardada por Empresas privadas. Y de una forma más taxativa, en los artículos 6º, 7º y 8º de dicho instrumento legal, se refiere a la creación de un Archivo Central en cada uno de los Poderes del Estado -Judicial, Legislativo y Ejecutivo-, a la creación de archivos sectoriales y a uno permanente denominado Archivo Histórico, que será el repositorio final constitucional y legal del patrimonio documental de la Provincia. 

Además, en el artículo 20º de la misma Ley Nº 7.092, taxativamente expresa: “Los documentos originales archivados en los archivos públicos del Estado Provincial, no podrán ser retirados en forma definitiva de esos repositorios, sin excepción”.

Más aún, el artículo 1º de la Ley Nº 6.649, de Patrimonio Cultural de la Provincia, expresamente establece: 

“El acervo paleontológico, artístico e histórico documental forma parte del patrimonio cultural de la Provincia y está bajo la guarda del Estado Provincial de acuerdo a las normas de la presente ley, siempre que se encuentre bajo su jurisdicción o que hayan sido extraídas o se extraigan del territorio de la provincia de Salta”.

Así, el artículo 8º de la misma ley, expresa: “Las autoridades de aplicación de la presente ley son:

-Para el acervo paleontológico y arqueológico, el Museo de Antropología;

-Para el acervo artístico, la Dirección General de Cultura;

-Para el patrimonio histórico-documental, la Dirección General de Cultura y el Archivo Histórico de la Provincia”.  

Así, nuestra humilde interpretación y conocimiento, respecto la guarda o resguardo de la documentación pública a cargo del Estado Provincial, expresamente establecido constitucional y legalmente,   nada  tiene  que  ver con la de fomentar -mediante un Contrato de Promoción Industrial, Decreto Nº 1.198/05 del Poder Ejecutivo de la Provincia- la expansión de la capacidad industrial de la actividad privada en la Provincia. 

Así, en el orden de prelación de las normas en el derecho positivo argentino, el Decreto Nº 1.583/06 del Poder Ejecutivo Provincial que aprueba el Contrato de Locación de Servicios, celebrado entre la Provincia de Salta y la firma comercial privada Plumada S.A., NO puede contradecir o literalmente violar o avasallar las Leyes Nº 7.092 y Nº 6.649 y menos aún el artículo 52º de la Constitución de la Provincia de Salta.

Así, una alerta para la Institucionalidad Republicana, consideramos trascendente destacar que: una de las cláusulas de las “Condiciones Generales” del referido Contrato de Locación, taxativamente sostiene: 

“El proveedor se responsabilizará, en caso de pérdida, robo, sustracción, destrucción total o parcial, desaparición o siniestro de una caja bajo la custodia del Proveedor, exclusivamente y hasta el límite máximo del valor kilo papel, excluyendo otro valor que pudiera tener, más un monto equivalente al valor de 1 año de guarda de una caja”.

Queda al libre albedrío de los presentes, hacer las valoraciones que consideren  oportunas con respecto a ésta cláusula. Nosotros ya hemos manifestado nuestra opinión infinidad de veces en los medios de difusión  independientes.

Los documentos producidos por los tres poderes del Estado son patrimonio y es responsabilidad de los funcionarios que dicha documentación, sin excepción, debe permanecer en poder del Estado Provincial. Tampoco la Ley Nº 6.025 de Promoción Industrial prevé fomentar actividad comercial privada alguna relacionada con la guarda o resguardo de documentación pública.

Tal es así que, paradójicamente con lo instrumentado en la práctica, el propio Poder Ejecutivo de la Provincia al promulgar y observar algunos artículos de la Ley Nº 7.092, mediante Decreto Nº 2.375 de fecha 07 de setiembre de 2.000, que se refiere a la creación del Sistema Provincial de Administración de Documentación y Archivo, según Boletín Oficial Nº 15.985, Expediente Nº 90-14-264/00, entre sus argumentos, ratifica:

                             “Que el Art. 52 de la Constitución Provincial, señala: ‘el acervo histórico… y documental, forma parte del Patrimonio Cultural de la Provincia y está bajo la guarda del Estado. En idénticos términos refiere la Ley Nº 6.649 del Patrimonio Cultural de la Provincia. Lo expresado no hace más que ratificar, la valorización y el aprecio del Estado Provincial, a su patrimonio cultural…”.

Así, una vez más, ineludiblemente se acredita la manifiesta, ilegalidad e inconstitucionalidad de la decisión adoptada por el Poder Ejecutivo Provincial con respecto a la tercerización de la documentación pública. 

Y con argumentos sólidos, de convicciones firmes con el estado de derecho, asumimos una vez más, la posición de nuestra Organización Gremial respecto a que la guarda de la documentación pública, sin distinción de ninguna naturaleza, patrimonio del Estado Provincial, y a través de sus órganos competentes expresa y legalmente establecidos, es indelegable.

Así, para terminar, sin las pasiones encontradas que perturben nuestra racionalidad y más allá de nuestra opinión, que no es la verdad absoluta, pero que la fundamos con argumentos sostenibles para expresarla; se impone y es responsabilidad primaria de la dirigencia que su accionar sea conducente con el estado de derecho y el enaltecimiento de la calidad institucional republicana, y así no se afecten los intereses de la sociedad.

                                                                    Muchas Gracias.
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